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PRIVADAS DE LIBERTAD

1.	 OBLIGACIONES DEL ESTADO RESPECTO DE LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LIBERTAD

Una de las cuestiones que ha debido definir la Corte Interamericana es la relación que se establece entre el 
Estado y las personas privadas de libertad. La Corte ha ido desarrollando la especial responsabilidad que tienen las 
autoridades respecto de las personas que están sujetas a su control. El paso más interesante ha sido la consagración de 
la idea que el Estado está en una posición de garante respecto de los derechos humanos de las personas privadas de 
libertad. En este mismo sentido, las privaciones ilegales de la libertad hacen que esta posición se vea agravada.

1.1. Estado como garante de los derechos de las personas privadas de libertad

Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 19951.

60.	 En los términos del artículo 5.2 de la Convención toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en 
condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a 
la vida y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de 
detención, es el garante de estos derechos de los detenidos. En el mismo sentido: Caso Castillo Petruzzi y 
otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 19992, párr. 195; Caso Cantoral 
Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 20003, párr. 87; Caso Durand y Ugarte. Sentencia 
de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 684, párr. 78.

1	 Los hechos del presente caso se centran durante el operativo militar realizado en el establecimiento penal de El Frontón durante los días 18 y 19 de junio 
de 1986. Víctor Neira Alegría, Edgar Zenteno Escobar y William Zenteno Escobar se encontraban detenidos en dicho centro penitenciario en calidad de 
procesados como presuntos autores del delito de terrorismo.

	 El 18 de junio de 1986 se produjo un amotinamiento en El Frontón. Como consecuencia, el gobierno ordenó que las Fuerzas Armadas retomen el control 
del centro penitenciario. Luego de numerosos bombardeos, 111 internos fallecieron, dentro de los cuales se encontraban Víctor Neira Alegría, Edgar 
Zenteno Escobar y William Zenteno Escobar. 

	 Sus familiares presentaron un recurso de hábeas corpus que fue declarado improcedente debido a que se había decretado un estado de emergencia. De 
otro lado se abrió instrucción en la jurisdicción penal militar para determinar una posible responsabilidad de los miembros de las Fuerzas Armadas que 
participaron en el operativo. No obstante se sobreseyó la causa y se determinó la no responsabilidad de los encausados.

2	 Los hechos del presente caso se enmarcan en el conflicto armado entre   las Fuerzas Armadas y grupos armados. El 14 y 15 de octubre de 1993 
fueron  detenidos Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi, Lautaro Enrique Mellado  Saavedra, María Concepción Pincheira Sáez y Alejandro Luis 
Astorga Valdez,  todos de nacionalidad chilena.

	 Se les inició un proceso en la jurisdicción penal militar bajo el  cargo de ser autores del delito de traición a la patria. Durante la etapa de  investigación, 
no contaron con defensa legal. El proceso fue llevado frente a  jueces “sin rostro” quienes los sentenciaron. Se interpusieron  recursos de hábeas corpus, 
los cuales fueron rechazados.

3	 Los hechos del presente caso se contextualizan un una época donde existió una práctica generalizada de tratos crueles, inhumanos y degradantes con 
motivo de las investigaciones criminales por delitos de traición a la patria y terrorismo. El 6 de febrero de 1993 Luis Alberto Cantoral Benavides fue 
detenido, sin una orden judicial, por agentes de la Dirección Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE) en su domicilio ubicado en el distrito La 
Victoria, ciudad de Lima. 

	 Luis Cantoral estuvo incomunicado por más de una semana en el centro de la DINCOTE y a los 15 días después de su detención tuvo acceso a un 
abogado. Asimismo, fue objeto, por parte de efectivos policiales y miembros de la Marina, de actos de violencia. Fue vendado, esposado con las manos 
en la espalda, obligado a permanecer de pie, golpeado en varias partes del cuerpo, etc. Asimismo, fue exhibido públicamente a través de los medios de 
comunicación, vestido con un traje a rayas como los que usan los presos, como integrante del Partido Comunista del Perú Sendero Luminoso y como 
autor del delito de traición a la patria, cuando aún no había sido legalmente procesado ni condenado.

	 Luis Alberto Cantoral Benavides fue procesado por el fuero militar por el delito de traición a la patria. Fue absuelto pero se remitió lo actuado al fuero 
común para que fuera juzgado por el delito de terrorismo. En dicho proceso fue condenado a 20 años de pena privativa de libertad por el delito de 
terrorismo. Sin embargo, Luis Cantoral solcitó un indulto a la Comisión ad hoc creada por la ley No. 26.555 y dicho beneficio fue concedido. En total, 
Luis Aberto Cantoral Benavides estuvo privado de libertad en forma ininterrumpida desde el 6 de febrero de 1993 hasta el 25 de junio de 1997, cuando 
fue liberado.

4	 Los hechos del presente caso se iniciaron con la detención el 14 y 15 de febrero de 1986 de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera por 
efectivos de la Dirección contra el Terrorismo en el Perú. La detención se basó en su presunta participación en actos de terrorismo. El 4 de marzo de 1986 
fueron trasladados por orden judicial al penal de El Frontón. 

	 El 18 de junio de 1986 se produjo un motín en el centro penitenciario donde se encontraban. Las Fuerzas Armadas iniciaron un operativo al día siguiente, 
el cual produjo la muerte y lesiones de muchas personas que se encontraban privadas de libertad. Los cuerpos de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo 
Ugarte Rivera nunca fueron encontrados. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionó 
a los responsables de los hechos. 
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Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana deDerechos Humanos 
de 18 de junio de 20025.

Considerando:

6.	 Que el artículo 1.1 de la Convención señala el deber que tienen los Estados partes de respetar los derechos 
y libertades en ella consagrados y de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, incluidos, en el presente caso, los reclusos de la Cárcel de Urso Branco. En consecuencia, el Estado 
debe adoptar las medidas de seguridad necesarias para la protección de los derechos y libertades de todos los 
individuos que se encuentren bajo su jurisdicción, lo cual se torna aún más evidente en relación con quienes 
estén involucrados en procesos ante los órganos de supervisión de la Convención Americana.

8.	 Que, en virtud de la responsabilidad del Estado de adoptar medidas de seguridad para proteger a las personas 
que estén sujetas a su jurisdicción, la Corte estima que este deber es más evidente al tratarse de personas 
recluidas en un centro de detención estatal, caso en el cual se debe presumir la responsabilidad estatal en lo que 
les ocurra a las personas que están bajo su custodia.

Resuelve:

1.	 Requerir al Estado que adopte todas las medidas que sean necesarias para proteger la vida e integridad personal 
de todas las personas recluidas en la Cárcel de Urso Branco, siendo una de ellas el decomiso de las armas que se 
encuentren en poder de los internos.

Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  
de 7 de junio de 20036.

111.	 Asimismo, y en tercer lugar, el Estado es responsable de la observancia del derecho a la vida de toda persona bajo 
su custodia en su condición de garante de los derechos consagrados en la Convención Americana. Como lo ha 
señalado este Tribunal “si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener 
el orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar procedimientos 
conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre bajo su 
jurisdicción”7. El Estado como garante de este derecho le impone la prevención en aquellas situaciones -como 
ahora en el sub judice- que pudieran conducir, incluso por acción u omisión, a la supresión de la inviolabilidad 
del derecho a la vida. En este sentido, si una persona fuera detenida en buen estado de salud y posteriormente, 

5	 El 6 de junio de 2002, la Comisión IDH somete a la Corte IDH la solicitud de otorgar medidas cautelares para las personas privadas de libertad de la Casa 
de Detención José Mario Alves, conocida como Cárcel de Urso Branco, ubicada en la ciudad de Porto Velho en Brasil. En cuanto a los fundamentos de 
hecho que sustentan la solicitud: la ubicación de los internos en la Cárcel de Urso Branco antes del 1 de enero de 2002 tenía las siguientes particularidades: 
aproximadamente 60 internos se encontraban ubicados en celdas especiales -conocidas como celdas de “seguro”-, en virtud de que estaban recluidos 
por crímenes considerados inmorales por los demás internos o debido a que se encontraban en riesgo de sufrir atentados contra su vida o integridad 
física por parte de otros reclusos; por otro lado, algunos internos de confianza de las autoridades -conocidos como “celdas libres”- gozaban de cierta 
libertad de movimiento dentro del centro penal; sin embargo, un juez de ejecución penal ordenó que estos últimos fueran ubicados en celdas; el 1 de 
enero de 2002 las autoridades de la Cárcel de Urso Branco realizaron una reubicación general de los internos del establecimiento, en la cual realizaron 
los siguientes cambios: a los reclusos que consideraban que ponían en peligro la vida e integridad de otros internos se les trasladó a unas celdas ubicadas 
fuera de los pabellones generales; a los aproximadamente 60 internos que se encontraban aislados en celdas de “seguro” se les trasladó a las celdas de 
la población general ubicando a cinco en cada celda; y a los internos denominados “celdas libres” también los recluyeron en las celdas de la población 
general. El procedimiento para determinar a los reclusos potencialmente agresores fue poco riguroso, de manera que muchos de ellos quedaron ubicados 
con la población general; las fuerzas especiales que participaron en la reubicación de los internos se retiraron ese mismo día alrededor de las 18:00 horas. 
Aproximadamente a las 21:00 horas de ese mismo día, se inició un “homicidio sistemático” de los internos que provenían de las celdas de “seguro”. Estos 
internos “gritaron pidiendo ayuda a los agentes penitenciarios quienes no intervinieron para evitar esas muertes. El 2 de enero de 2002 un “grupo de 
choque” de la policía de Rondonia ingresó a la cárcel. El informe de la persona a cargo de esta operación señaló que habían encontrado 45 cuerpos de 
internos, “algunos de ellos decapitados, y con los brazos y las piernas mutiladas por el uso de armas punzantes, y que otros habían fallecido producto de 
golpes inferidos con ‘chunchos’ (armas punzo penetrantes fabricadas por los propios presos)”. Por otro lado, el Gobierno del Estado de Rondonia emitió 
un comunicado de prensa en el cual señaló que habían fallecido 27 personas. 

6	 Los hechos del presente caso se refieren al señor Juan Humberto Sánchez, quien fue detenido en dos ocasiones por las fuerzas armadas hondureñas por su 
presunta vinculación con el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional de El Salvador. La primera detención se habría produjo el 10 de julio de 
1992 por efectivos del Décimo Batallón de Infantería de Marcala, La Paz. Al día siguiente fue liberado. La segunda detención se llevó a cabo por efectivos 
del Primer Batallón de Fuerzas Territoriales en su casa de habitación la noche del mismo 11 de julio. 

	 Durante más de una semana sus familiares no supieron de su paradero. El 22 de junio de 1992 se halló el cadáver de Juan Humberto Sánchez en un pozo 
de un río. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos para investigar los hechos y sancionar a los responsables, éstos no resultaron efectivos.

7	 Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 174; y cfr. Corte 
IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie C No. 89, párr. 69.
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muriera, recae en el Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido 
y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios válidos, ya que en su 
condición de garante el Estado tiene tanto la responsabilidad de garantizar los derechos del individuo bajo 
su custodia como la de proveer la información y las pruebas relacionadas con el destino que ha tenido la  
persona detenida.

Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 07 de julio de 2004.

Considerando:

11.	 Que ante la gravedad de la situación que impera en la Cárcel de Urso Branco es preciso que el Estado tome de 
forma inmediata todas las medidas necesarias para asegurar que los derechos a la vida y a la integridad física 
se preserven, independientemente de cualesquiera otras medidas que se adopten paulatinamente en materia 
de política penitenciaria. En consecuencia, es preciso reiterar el requerimiento al Estado para que adopte, sin 
dilación, las medidas provisionales necesarias para preservar la vida e integridad personal de todos los reclusos 
que se encuentran en dicha cárcel y de todas las personas que ingresan a la misma, entre ellos los visitantes y 
los agentes de seguridad que prestan sus servicios en ella. Asimismo, es indispensable que el Estado informe 
al Tribunal sobre la adopción de las referidas medidas, con el propósito de que la Corte pueda considerar  
su cumplimiento.

13.	 Que en su obligación internacional de garantizar a toda persona el pleno ejercicio de los derechos humanos, 
el Estado debe diseñar y aplicar una política penitenciaria de prevención de situaciones críticas como las 
que motivan estas medidas provisionales. En el mismo sentido: Asunto del Centro Penitenciario Región  
Capital Yare I y Yare II respecto Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 30 de marzo de 20068, considerando 18.

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 20049.

152.	 Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de garante, toda vez 
que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran 
sujetas a su custodia. De este modo, se produce una relación e interacción especial de sujeción entre la persona 
privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que el Estado puede regular sus 
derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna.  

8	 El 28 de marzo de 2006 la Comisión IDH sometió a la Corte IDH su solicitud de otorgar medidas cautelares para las personas privadas de libertad en 
el Centro Penitenicario Región Capital Yare I y Yare II, fundándose en que existe una grave situación en el Sistema Penitenciario venezolano, ya que 
desde enero de 2005 a marzo del año 2006 se produjeron más de 400 muertes y 700 heridos en incidentes de violencia en las cárceles venezolanas, se han 
producido amotinamientos, huelgas de hambre, peleas, golpizas y castigos. 

9	 Los hechos del presente caso transcurrieron dentro del Instituto “Panchito López”, el cual era establecimiento en el que permanecían internos aquellos 
niños que estuvieran en conflicto con la ley. El instituto no contaba con la infraestructura adecuada para un centro de detención, situación que se agravó 
en la medida que la población superó la capacidad máxima de éste.

	 Asimismo, las condiciones en las que vivían los internos era precarias: las celdas eran insalubres, los internos estaban mal alimentados y carecían de 
asistencia médica, psicológica y dental adecuada. Muchos de ellos carecían de camas, frazadas y/o colchones. Asimismo, el programa educativo del 
Instituto era deficiente. Adicionalmente, no se contaba con un número adecuado de guardias en relación con el número de internos y los que estaban 
hacían uso de castigos violentos y crueles con el propósito de imponer disciplina. 

	 Tres incendios ocurrieron en el centro en febrero de 2000, febrero de 2001 y julio de 2001. Ello provocó las lesiones de algunos internos y la muerte de 
otros. Después del tercer incendio, el Estado cerró definitivamente el instituto. Se iniciaron procesos civiles por indemnización de daños y perjuicios y se 
abrió un proceso penal, como consecuencia de los sucesos acontecidos. No obstante, no se realizaron mayores gestiones ni investigaciones.
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	 En el mismo sentido: Caso Caesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 de 
marzo 200510, párr. 97. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de junio de 200511, párr. 118

	
153.	 Ante esta relación e interacción especial de sujeción entre el interno y el Estado, este último debe asumir una 

serie de responsabilidades particulares y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a los reclusos las 
condiciones necesarias para desarrollar una vida digna y contribuir al goce efectivo de aquellos derechos que 
bajo ninguna circunstancia pueden restringirse o de aquéllos cuya restricción no deriva necesariamente de la 
privación de libertad y que, por tanto, no es permisible. De no ser así, ello implicaría que la privación de libertad 
despoja a la persona de su titularidad respecto de todos los derechos humanos, lo que no es posible aceptar. 

154.	 La privación de libertad trae a menudo, como consecuencia ineludible, la afectación del goce de otros derechos 
humanos además del derecho a la libertad personal. Pueden, por ejemplo, verse restringidos los derechos de 
privacidad y de intimidad familiar. Esta restricción de derechos, consecuencia de la privación de libertad o 
efecto colateral de la misma, sin embargo, debe limitarse de manera rigurosa, puesto que toda restricción a 
un derecho humano sólo es justificable ante el Derecho Internacional cuando es necesaria en una sociedad 
democrática. 

155.	 La restricción de otros derechos, por el contrario –como la vida, la integridad personal, la libertad religiosa y 
el debido proceso –no sólo no tiene justificación fundada en la privación de libertad, sino que también está 
prohibida por el derecho internacional. Dichos derechos deben ser efectivamente respetados y garantizados 
como los de cualquier persona no sometida a privación de libertad.

Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 200412.

124.	 […] Asimismo, como responsable de los establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos 
la existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos. En el mismo sentido: Caso Tibi Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 200413,  
párr. 150.

10	 Los hechos del presente caso se inician el 11 de noviembre de 1983, cuando el señor Winston Caesar fue arrestado por presuntamente haber cometido el 
delito de violación sexual. Posteriormente fue dejado en libertad bajo fianza pero el 10 de septiembre de 1991 el señor Caesar fue arrestado y privado de 
libertad por no haber comparecido a juicio. 

	 El 10 de enero de 1992 el señor Caesar fue condenado por el delito de tentativa de violación sexual a 20 años de prisión con trabajos forzados y a recibir 
15 azotes. Durante el desarrollo del proceso penal seguido en su contra, el señor Caesar estuvo encarcelado en cuatro de las cinco prisiones de Trinidad y 
Tobago. Compartía la celda con cuatro o cinco hombres y dormía en el suelo en una colchoneta muy delgada o en un pedazo de alfombra vieja. No había 
servicios sanitarios, había poca ventilación y la celda era calurosa. Desde su encarcelamiento, la presunta víctima ha padecido serios problemas de salud 
que no han sido adecuadamente atendidos. 

	 En 1996, el señor Caesar fue trasladado a la Prisión de Carrera. En dicha prisión, las penas corporales son llevadas a cabo sólo durante algunos períodos 
al año. El señor Caesar tenía conocimiento de dichos períodos para ejecutar las penas corporales, por lo que sus sentimientos de miedo y aprehensión 
aumentaban ante la proximidad de éstos. El 5 de febrero de 1998 el señor Caesar fue sometido a 15 azotes, en cumplimiento de su sentencia. El señor 
Caesar no recibió ningún tratamiento médico. Como consecuencia de la pena corporal, el señor Caesar ha padecido síntomas de depresión y ansiedad 
aguda de tal gravedad. 

11	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 10 de mayo de 1997 cuando el señor Fermín Ramírez fue detenido por un grupo de vecinos de la aldea Las 
Morenas, quienes lo entregaron a la Policía Nacional. Dichos vecinos alegaron que el señor Fermín Ramírez habría violado y posteriormente asesinado 
a una niña. El 15 de mayo de 1997 se ordenó la prisión preventiva del señor Fermín Ramírez por los delitos de asesinato y violación calificada. El 6 de 
marzo de 1998 se emitió sentencia condenatoria en perjuicio del señor Fermín Ramírez. Fue condenado a la pena de muerte. Solicitó un indulto, el cual 
fue denegado. El señor Fermín Ramírez permaneció más de siete años privado de su libertad, en condiciones carcelarias que afectaron su salud.

12	 Los hechos del presente se iniciaron cuando María Teresa De La Cruz Flores, médica de profesión, fue detenida por miembros de la policía el 27 de marzo 
de 1996 cuando finalizaba sus labores en el Instituto Peruano de la Seguridad Social. Se la acusó por cargos de terrorismo.

	 María Teresa De La Cruz Flores fue procesada por un tribunal compuesto por jueces “sin rostro”, el cual la condenó, el 21 de noviembre de 1996, por el 
delito de terrorismo a la pena de 20 años de prisión. Dicha sentencia fue confirmada por la ejecutoria de la Sala Penal Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República el 8 de junio de 1998.

13	 Los hechos del presente caso se refieren al señor Daniel Tibi, ciudadano francés de 36 años que residía en Ecuador y se dedicaba al comercio de piedras 
preciosas y arte ecuatoriano. El 27 de septiembre de 1995 agentes de la INTERPOL del Guayas, detuvieron al señor Daniel Tibi por presuntamente estar 
involucrado en el comercio de droga.

	 Cuando se realizó su arresto, los policías no le comunicaron los cargos en su contra. Se le informó que se trataba de un “control migratorio”. El señor Tibi 
permaneció bajo detención preventiva, en forma ininterrumpida, en centros de detención ecuatorianos,  desde el 27 de septiembre de 1995 hasta el 21 de 
enero de 1998, cuando fue liberado. 

	 Durante su detención en marzo y abril de 1996 en un centro penitenciario, el señor Daniel Tibi fue objeto de actos de tortura y amenazado, por parte 
de los guardias de la cárcel, con el fin de obtener su autoinculpación. Durante su permanencia en la cárcel el señor Daniel Tibi fue examinado dos veces 
por médicos ecuatorianos designados por el Estado. Estos verificaron que sufría de heridas y traumatismos, pero nunca recibió tratamiento médico ni se 
investigó la causa de sus padecimientos. Durante su detención interpuso dos recursos de amparo y una queja, los cuales no prosperaron.
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Asunto de las Penitenciarías de Mendoza respecto Argentina. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos de 22 de noviembre de 200414.

Considerando:

6.	 Que el artículo 1.1 de la Convención consagra el deber que tienen los Estados Partes de respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ese tratado y de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción. La Corte ha estimado que este deber es más evidente al tratarse de personas recluidas en 
un centro de detención estatal, caso en el cual el Estado es el garante de los derechos de las personas que se 
encuentran bajo su custodia. En el mismo sentido: Asunto del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y 
Yare II respecto Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de marzo 
de 2006, considerando 9.

Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 201115.

84.	 Esta Corte ha indicado que como responsable de los establecimientos de detención, el Estado se encuentra 
en una posición especial de garante de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia. En ese 
mismo sentido, ante esta relación e interacción especial de sujeción, el Estado debe asumir una serie de 
responsabilidades particulares y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a las personas detenidas 
o retenidas las condiciones necesarias para contribuir al goce efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna 
circunstancia pueden restringirse o de aquéllos cuya restricción no deriva necesariamente de la privación de 
libertad y que, por tanto, no es permisible, incluyendo el derecho a la vida, a la integridad personal y el debido 
proceso. Su falta de cumplimento puede resultar en una violación de la prohibición absoluta de aplicar tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de  
junio de 201216.

135.	 […] Como responsable de los establecimientos de detención, el Estado se encuentra en una posición especial 
de garante de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia. Esto implica el deber del Estado 
de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre otras cosas, la asistencia médica 
requerida, y de garantizar que la manera y el método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de 
sufrimiento inherente a la detención. En esta línea, la Corte ha considerado que las malas condiciones físicas 
y sanitarias de los lugares de detención, así como la falta de luz y ventilación adecuadas, pueden ser en sí 
mismas violatorias del artículo 5 de la Convención Americana, dependiendo de la intensidad de las mismas, su 
duración y las características personales de quien las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad 
que exceda el límite inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan sentimientos 
de humillación e inferioridad. En este sentido, los Estados no pueden invocar privaciones económicas para 
justificar condiciones de detención que no cumplan con los estándares mínimos internacionales en esta área y 
no respeten la dignidad del ser humano. En el mismo sentido: Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 201317, párr. 372.	

14	 El 14 de octubre del 2004, la Comisión sometió a la Corte IDH la Solicitud de otorgar medidas cautelares a las personas privadas de libertad de la 
Penitenciaría Provincial de Mendoza y en la Unidad Gustavo André de Lavalle, así como todas las personas que ingresen a tales centros carcelarios, entre 
ellos empleados y funcionarios que presten servicios en dichos lugares. Durante los últimos meses han ocurrido situaciones de violencia que han puesto 
en peligro la vida y la integridad personal de dichas personas. Además se ha producido la muerte de varios internos. 

15	 Los hechos del presente caso se inician el 24 de junio de 2002 cuando Lysias Fleury, defensor de derechos humanos, fue detenido en su domicilio por la 
policía. La detención se realizó sin mediar orden judicial, por supuestamente haber adquirido una bomba de agua robada. Al identificarse como defensor 
de derechos humanos, los agentes de la policía lo amenazaron y golpearon repetidamente en camino a la subcomisaría. Al identificarse como defensor 
de derechos humanos, los agentes de la policía lo amenazaron y golpearon repetidamente en camino a la subcomisaría.

16	 Los hechos del presente caso se enmarcan durante las protestas que se llevaron a cabo en la Plaza Francia de Altamira, Caracas, iniciadas en octubre de 
2002 y que se extendieron durante parte del año 2003. Es así como el 25 de febrero de 2003 estallaron dos artefactos explosivos en el Consulado General 
de la República de Colombia y en la Oficina de Comercio Internacional del Reino de España, situados en Caracas.

	 Raúl José Díaz Peña, estudiante de ingeniería civil, fue arrestado el 14 de agosto de 2006 por su presunta responsabilidad en los hechos narrados 
previamente. Durante el tiempo en que permaneció en detención, las condiciones del centro penitenciario afectaron su salud, tales como la falta de luz 
natural y ventilación. Asimismo no recibió oportunamente atención médica cuando la necesitaba. Raúl José Díaz Peña fue condenado a una pena de 
nueve años y cuatro meses de prisión el 29 de abril de 2008. El 13 de mayo de 2010 se le concedió la medida alternativa de cumplimiento de pena de 
régimen abierto. Actualmente se encuentra en los Estados Unidos de América en proceso de asilo.

17	 Durante la década de los ochenta hasta finales del año 2000, en Perú se vivió un contexto de violencia terrorista y violación de derechos humanos 
como resultado del conflicto entre grupos armados y agentes de las fuerzas policiales y militares. En 1992, la DINCOTE (Dirección Nacional Contra el 
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Corte IDH. Asunto de Determinados Centros Penitenciarios de Venezuela. Centro Penitenciario de la Región 
Centro Occidental (Cárcel de Uribana) respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del 13 de febrero de 201318.

Considerando:

7.	 En primer lugar, resulta pertinente recordar que Venezuela se encuentra en una posición especial de garante 
de la vida y de la integridad personal de las personas privadas de libertad en el Centro Penitenciario de la 
Región Centro Occidental, así como en los demás centros penitenciarios del país. En razón de ello, el Estado 
tiene el deber de adoptar las medidas necesarias para proteger y garantizar el derecho a la vida y a la integridad 
personal de las personas privadas de libertad y de abstenerse, bajo cualquier circunstancia, de actuar de manera 
tal que se vulnere la vida y la integridad de las mismas. En este sentido, las obligaciones que ineludiblemente 
debe asumir el Estado en su posición de garante, incluyen la adopción de las medidas que puedan favorecer al 
mantenimiento de un clima de respeto de los derechos humanos de las personas privadas de libertad entre sí, 
evitar la presencia de armas dentro de los establecimientos en poder de los internos, reducir el hacinamiento, 
procurar las condiciones de detención mínimas compatibles con su dignidad, y proveer personal capacitado y 
en número suficiente para asegurar el adecuado y efectivo control, custodia y vigilancia del centro penitenciario. 
Además, dadas las características de los centros de detención, el Estado debe proteger a los reclusos de la 
violencia que, en la ausencia de control estatal, pueda ocurrir entre los privados de libertad.

10. 	 Sin perjuicio de que los hechos referidos puedan ser atribuidos a agentes estatales o a internos de la misma 
cárcel, lo cierto es que a los efectos de las presentes medidas provisionales los hechos de violencia sucedidos 
bajo custodia estatal evidencian la persistencia de la situación de extrema gravedad y urgencia, y representan 
una situación de riesgo inminente para la vida y la integridad de las personas privadas de libertad en el Centro 
Penitenciario de la Región Centro Occidental, así como de cualquier persona que se encuentre en dicho 
establecimiento. Sumado a los hechos de violencia recientes consta en el expediente que, según el informe del 
Observatorio Venezolano de Prisiones de 17 de febrero de 2012, durante el año 2011 se registraron un total de 
61 fallecidos y 240 internos heridos, siendo “el recinto con los porcentajes más elevados de muertos y heridos 
durante el 2011[, debido] en gran medida a la realización de dieciséis (16) coliseos durante ese año”19. Para 
la Corte, dichos hechos son inconcebibles en el marco de la protección debida por el Estado a las personas 
bajo su jurisdicción, e incompatibles con la orden de medidas provisionales emitida por este Tribunal. En 
ese sentido, la Corte ha señalado que incumbe al Estado el mantenimiento del control estatal de la cárcel con 
pleno respeto a los derechos humanos de las personas recluidas, lo que incluye no poner en riesgo su vida ni su  
integridad personal.

Terrorismo) determinó que la publicación “El Diario” formaba parte del Partido Comunista del Perú- Sendero Luminoso, por lo cual realizó detenciones 
e intervenciones contra las personas vinculadas a dicha revista. El 13 de abril, personal policial de DINCOTE puso en ejecución el Operativo Moyano, 
que determinó la intervención de inmuebles, como el de los padres de la señora J., por cuanto indicaron que en tal inmueble se encontraban reunidos 
terroristas de “Sendero luminoso”. En el marco del operativo, la señora J. fue detenida y llevada ante la unidad policial de la DINCOTE. Durante 
la detención, los agentes estatales incurrieron presuntamente en actos de tortura y tratos crueles inhumanos y degradantes, incluyendo una alegada 
violación sexual de la señora J. El traslado a la DINCOTE implicó supuestamente, la privación de libertad sin control judicial, con alegadas vulneraciones 
al debido proceso, y al principio de legalidad e irretroactividad y en condiciones inhumanas de detención durante 17 días. Tras la liberación de la Señora 
J. en junio de 1993, ella viajó al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, donde se le reconoció la condición de refugiada. En diciembre de 
2007, la señora J. viajó a Alemania a visitar a su hermana, sin embargo, cuando se disponía a regresar a Londres, fue detenida por la INTERPOL en 
función a la solicitud de búsqueda y captura enviada por parte de las autoridades peruanas. A partir de 2003 se realizaron una serie de reformas en la 
legislación antiterrorista peruana, por las cuales se declaró nulo todo lo actuado en el proceso de la señora J. que se llevó a cabo por jueces y fiscales de 
identidad secreta y, en consecuencia, se retrotrajo el proceso al momento de emisión del dictamen acusatorio por parte del fiscal del Ministerio Público. 
Actualmente, el proceso está pendiente de la realización del juicio oral. En 2008, el estado peruano solicitó la extradición de la señora J., por la supuesta 
comisión de los delitos de apología al terrorismo y terrorismo.

18	 La Corte observa que la información recientemente proporcionada por los representantes y el Estado se refiere específicamente a la muerte y heridas 
de internos y personas presentes en el Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental (Cárcel de Uribana) el 25 de enero de 2013, fecha en que se 
había dispuesto la realización de una requisa. En razón de la entidad y urgencia de la información presentada, el Tribunal estima pertinente referirse en 
la presente Resolución únicamente a la situación actual en dicho centro penitenciario. la situación se habría generado a partir de una requisa realizada 
por la Guardia Nacional Bolivariana para el desarme total de la población penitenciaria de la “Cárcel de Uribana”, ordenada debido a una serie de 
hechos violentos entre bandas que habrían alcanzado su mayor dimensión el día 14 de noviembre de 2012 cuando un trabajador de una de las empresas 
contratistas que laboraba en la construcción de edificaciones penitenciarias habría sido gravemente herido. El 24 de enero de 2013 doce tanques de 
guerra, blindados y con capacidad de penetrar todo tipo de terreno, habrían sido estacionados por la Guardia Nacional Bolivariana en la parte de atrás del 
penal, luego se habría dado lugar a una requisa, cuyo resultado fue 56 recluidos, un pastor evangélico y un funcionario de la Guardia Nacional Bolivariana 
fallecidos, y 95 personas habrían resultado heridas.

19	 Nota del Editor: los coliseos son enfrentamientos con arma blanca entre prisioneros.
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11.	 Asimismo, en este asunto en particular, la Corte recuerda que, de conformidad con la normativa internacional, 
el Estado debe asegurarse que las medidas de seguridad adoptadas en los centros penales incluyan el 
entrenamiento adecuado del personal penitenciario que presta la seguridad en el penal y la efectividad de dichos 
mecanismos para prevenir la violencia intra-carcelaria, tales como la posibilidad de reaccionar ante hechos de 
violencia o de emergencia al interior de los pabellones. El Estado debe asegurarse que las requisas sean correcta 
y periódicamente realizadas, destinadas a la prevención de la violencia y la eliminación del riesgo, en función 
de un adecuado y efectivo control al interior de los pabellones por parte de la guardia penitenciaria, y que los 
resultados de estas requisas sean debida y oportunamente comunicados a las autoridades competentes.

Corte IDH. Asunto del Complejo Penitenciario de Curado respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 22 de mayo de 201420.

15.	 Como ya señaló la Corte en otras ocasiones, el Estado tiene el deber de adoptar las medidas necesarias para proteger 
y garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de las personas privadas de libertad y de abstenerse, 
bajo cualquier circunstancia, de actuar de manera tal que se vulnere la vida y la integridad de las mismas. En 
este sentido, las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, incluyen la 
adopción de las medidas que puedan favorecer al mantenimiento de un clima de respeto de los derechos humanos 
de las personas privadas de libertad entre sí, evitar la presencia de armas dentro de los establecimientos en poder 
de los internos, reducir el hacinamiento, procurar las condiciones de detención mínimas compatibles con su 
dignidad, y proveer personal capacitado y en número suficiente para asegurar el adecuado y efectivo control, 
custodia y vigilancia del centro penitenciario. Además, dadas las características de los centros de detención, el 
Estado debe proteger a los reclusos de la violencia que, en la ausencia de control estatal, pueda ocurrir entre los 
privados de libertad.

16.	 Respecto de la recurrente violencia intra-carcelaria y la presencia de armas dentro del establecimiento, hechos 
reconocidos por el Estado, este debe asegurarse que las medidas de seguridad adoptadas en los centros penales 
incluyan el entrenamiento adecuado del personal penitenciario que presta la seguridad en el penal y la efectividad 
de dichos mecanismos para prevenir la violencia intra-carcelaria, tales como la posibilidad de reaccionar ante 
hechos de violencia o de emergencia al interior de los pabellones. El Estado debe asegurarse que las requisas sean 
correcta y periódicamente realizadas, destinadas a la prevención de la violencia y la eliminación del riesgo, en 
función de un adecuado y efectivo control al interior de los pabellones por parte de la guardia penitenciaria, y que 
los resultados de estas requisas sean debida y oportunamente comunicados a las autoridades competentes.

1.2.	 Particular vulnerabilidad en que se encuentran las personas privadas ilegalmente de su libertad

Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000

90.	 Además, la Corte, por su parte, ha reiterado que “una persona ilegalmente detenida [...] se encuentra en una 
situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, 
como el derecho a la integridad física y a ser tratada con dignidad”. En el mismo sentido: Caso de los “Niños de 
la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 199921, párr. 

20	 El 31 de marzo del 2014, la Comisión IDH sometió a la Corte IDH la solicitud de otorgar medidas cautelares para preservar la vida y la integridad 
personal de las personas privadas de libertad en el centro penitenciario “Profesor Aníbal Bruno”, así como cualquier persona que se encuentre en dicho 
establecimiento ubicado en la ciudad de Recife, Estado de Pernambuco, Brasil. Los hechos que fundamentan la petición songolpizas, choques eléctricos, 
uso de perros para morder y/o provocar heridas, amenazas de muerte, intentos de homicidio a través de armas blancas y puñales, uso indiscriminado de 
balas de goma y bombas lacrimógenas por parte de agentes penitenciarios, ‘chaveiros’ y otros internos, y violencia sexual en contra de internos, de manera 
individual y también colectiva; el empleo de ‘chaveiros’ con funciones disciplinarias y de control de seguridad, avalados por funcionarios estatales. Los 
‘chaveiros’ tendrían control sobre diversas celdas y pabellones, incluso bajo la posesión de llaves de los mismos. Como consecuencia de lo señalado, los 
‘chaveiros’ restringirían que algunos grupos de internos, como personas gays, bisexuales y trans, puedan circular libremente por los pasillos del centro; 
alegadas agresiones contra visitantes por parte de agentes penitenciarios; la supuesta toma de agentes penitenciarios como rehenes por parte de al menos 
35 internos el 26 de enero de 2013. Asimismo, habría falta de médicos, técnicos de rehabilitación y falta de alimentación adecuada. Además, en varios 
pabellones habría internos con tuberculosis y con lepra, sin que el Estado hubiera adoptado medidas al respecto; la alegada situación de hacinamiento, 
con 6,456 detenidos presentes el día 14 de septiembre de 2013 y 6,444 el 28 de febrero de 2014, para un centro carcelario con capacidad para 1,514 
personas; las condiciones del centro penitenciario también serían deplorables: la electricidad es intermitente y hay cables eléctricos expuestos que han 
generado principios de incendio en algunos pabellones; el acceso a agua se da por intervalos de tiempo y en una unidad se corta el suministro de agua 
todas las noches; no hay distribución de material para higiene y la alimentación es sumamente escasa y se realiza sin ningún tipo de salubridad; el uso de 
celdas en el pabellón de disciplina sin ningún tipo de luz natural y donde se realizan muchas agresiones; la práctica de inspecciones vaginales y anales a 
los visitantes del centro en casos de ‘sospecha’, y la falta de investigación de los hechos mencionados

21	 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época caracterizada por un patrón común de acciones al margen de la ley, perpetradas por 
agentes de seguridad estatales, en contra de los “niños de la calle”. Esta práctica incluía amenazas, detenciones, tratos crueles, inhumanos y degradantes 
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166; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 
julio de 200422, párr. 108; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de septiembre de 2004, párr. 147; Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 200623, parr. 108.

y homicidios como medio para contrarrestar la delincuencia y vagancia juvenil. 
	 El 15 de junio de 1990, en la zona conocida como “Las Casetas”, una camioneta se acercó a Henry Giovanni Contreras, de 18 años de edad, Federico 

Clemente Figueroa Túnchez, de 20 años, Julio Roberto Caal Sandoval, de 15 años y Jovito Josué Juárez Cifuentes, de 17 años. De dicho vehículo 
descendieron hombres armados miembros de la policía, quienes los obligaron a subir al mismo. Luego de estar retenidos por unas horas, fueron 
asesinados. Asimismo, el 25 de junio de 1990 fue asesinado Anstraum Aman Villagrán Morales, mediante un disparo de arma de fuego, en el sector de 
“Las Casetas”. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables de los hechos.

22	 Los hechos del caso se contextualizan en el marco del conflicto armado en el Perú. Entre los años 1983 y 1993 se vivió una práctica sistemática de 
ejecuciones extrajudiciales, de personas sospechosas de pertenecer a grupos armados, prácticas realizadas por agentes estatales siguiendo órdenes de 
jefes militares y policiales.

	 El 21 de junio de 1991, en el distrito de El Callao, los hermanos Rafael Samuel y Emilio Moisés Gómez Paquiyauri, de 17 y 14 años de edad respectivamente, 
se dirigían al trabajo de su madre cuando fueron interceptados y detenidos por agentes de la Policía Nacional Peruana que buscaban personas involucradas 
en supuestos actos terroristas. Luego de su detención, fueron golpeados y luego introducidos en la maletera de un patrullero.

	 Posteriormente fueron trasladados, bajo custodia policial, hasta un lugar llamado “Pampa de los Perros”, donde fueron golpeados a culatazos de escopeta 
y posteriormente asesinados mediante disparos con armas de fuego en la cabeza, tórax y otras partes del cuerpo. Sus cadáveres fueron llevados a una 
morgue en calidad de no identificados y luego fueron reconocidos por sus familares. Los tribunales peruanos investigaron los hechos y determinaron 
la responsabilidad individual de los autores materiales. Sin embargo, a pesar de identificarse al presunto autor intelectual, éste no ha sido juzgado  
ni sancionado. 

23	 Los hechos del presente caso se refieren al señor Alfredo López Álvarez, quien era dirigente de la Organización Fraternal Negra de Honduras, de la 
Confederación de los Pueblos Autóctonos de Honduras y del Comité Defensa de Tierras Triunfeñas. El 27 de abril de 1997 oficiales policías decomisaron 
a los señores Alfredo López Álvarez y Luis Ángel Acosta, dos paquetes que contenían un polvo blanco y los detuvieron. Luego fue llevado a la oficina de 
la Dirección de Investigación Criminal, donde se le exigió que se quitara la ropa y fue sometido a una inspección corporal realizada por otro detenido.

	 El 27 de abril de 1997 el señor López Álvarez permaneció en la Dirección de Investigación Criminal con las esposas apretadas, lo que provocó que sus 
muñecas sangraran y se inflamaran, y fue coaccionado para declarase culpable de los hechos que se le imputaban. No recibió atención médica por el 
maltrato físico al que fue sometido. El 7 de noviembre de 2000 el Juzgado dictó sentencia condenatoria en perjuicio de los procesados debido a la presunta 
posesión de droga. La sentencia condenó a cumplir en la Penitenciaría Nacional de Támara la pena de quince años. El 2 de mayo de 2001 la Corte de 
Apelaciones resolvió declarar la nulidad absoluta de las actuaciones a partir inclusive, del auto de fecha 8 de octubre de 1997 por irregularidades.

	 El señor López Álvarez y sus familiares interpusieron una serie de recursos exigiendo sea liberado. No obstante, éstos fueron denegados. El 13 de 
enero de 2003 el Juzgado de Letras Seccional de Tela dictó sentencia absolutoria a favor del señor López Álvarez, por no tener certeza de si la muestra 
enviada al laboratorio toxicológico y que resultó positivo se sustrajo de los dos kilos de polvo blanco decomisados al imputado. El 20 de enero de 2003 el 
Ministerio Público interpuso recurso de apelación ante la Corte de Apelaciones de la Ceiba. El 29 de mayo de 2003 la Corte de Apelaciones confirmó la  
sentencia absolutoria.

	 El señor López Álvarez estuvo privado de libertad durante 6 años y 4 meses. En los centros donde permaneció detenida la presunta víctima no existía un 
sistema de clasificación de reclusos; no había separación entre procesados y condenados. Asimismo, el señor López Álvarez fue sometido a condiciones 
de detención insalubres y de hacinamiento. Ambos establecimientos penales estaban sobrepoblados y carecían de condiciones higiénicas adecuadas. A 
principios del año 2000 el director del Centro Penal de Tela prohibió a la población garífuna en dicho penal hablar el garífuna, su lengua materna.
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